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Esta crisis económica motivó que la Secretaría de la CEPAL
presentara una versión decantada de las principales enseñan-
zas que ha dejado la crisis económica de los ochenta. Se apoyó
en ellas para elevar a la consideración de los gobiernos de sus
Estados miembros, una propuesta para el desarrollo de Amé-
rica Latina y el Caribe en el decenio de los noventa y también
en adelante. La propuesta gira en torno a la que se considera
tarea primordial y común a todos los países: La transformación
de las estructuras productivas en un marco de progresiva equidad
social.34

Mediante esa propuesta transformativa se pretende crear
nuevas fuentes de dinamismo que permitan cumplir algunos
de los objetivos propios de una concepción actualizada del
desarrollo: crecer, mejorar la distribución del ingreso, consoli-
dar los procesos democratizadores, adquirir mayor autonomía,
crear condiciones que detengan el deterioro ambiental y me-
jorar la condición de vida de toda la población.35

A propósito del ideal cepalino, la misma OIT, en la Confe-
rencia Regional del Empleo, celebrada en diciembre de 1990
en Chile, se pronunció sobre lo que se denominó “Empleo y
equidad: desafío de los noventa”; el director general de la OIT,
señor Hansenne, advirtió que no es excesivo afirmar “que la
tarea imperativa que se nos presenta es la de realizar las
indispensables transformaciones de las estructuras económicas
con más equidad social mediante la participación activa de los
actores del desarrollo social y un marco de respeto de los de-
rechos del hombre”.36 

La OIT ha insistido también en que el diálogo social es un
elemento esencial. Que el ajuste estructural es un proceso de
reformas económicas que afectan a toda la sociedad, y que
por eso deben conciliarse los objetivos económicos y sociales,
y armonizarse los criterios tanto de eficacia como de equidad.
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34 CEPAL, ONU, Transformación productiva con equidad,  Santiago de Chi-
le, 1990.

35 Idem, pp. 63 y ss.
36 OIT, Boletín Oficial, cit. supra, nota 5, p. 6.
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La OIT, obviamente, se refiere al diálogo tripartito entre el
Estado, trabajadores y empleadores.

De esa suerte es partidaria, como lo ha hecho saber por
medio de sus comunicados oficiales, de que en los programas
de ajuste estructural se incluyan medidas que:

— Estimulen la creación del mayor nivel posible de empleo
productivo y libremente elegido, de conformidad con los
objetivos del Convenio sobre la política de empleo, me-
diante el desarrollo de las empresas, un mejor funcio-
namiento del mercado de trabajo y las medidas destina-
das a formar trabajadores dotados de las calificaciones
necesarias;

— Reflejen las necesidades sociales, incluidas la protección
social y el fortalecimiento de la capacidad institucional,
con miras a garantizar que el ajuste estructural a que
se procede responda a criterios sociales y económicos
atinados;

— Atenúen el costo social del ajuste por medio de acciones
destinadas a luchar contra la pobreza, en especial en
cuanto atañe a la concepción y a la ampliación del al-
cance de las redes de seguridad social, garantizando al
mismo tiempo su compatibilidad con los objetivos del
desarrollo a largo plazo:

— Garanticen que los programas de ajuste estructural se
ajusten a las disposiciones de las normas básicas de la
OIT, en particular los convenios sobre derechos huma-
nos, así como otras normas internacionales del trabajo
especialmente aplicables en determinados aspectos de es-
tos programas;

— Impulsen el diálogo tripartito y la participación de los
interlocutores sociales en la concepción y aplicación de
programas y políticas de ajuste estructural, con miras a
lograr el consenso social, y procuren reforzar la capaci-
dad de las organizaciones de trabajadores y de emplea-
dores para que desempeñen un papel eficaz en las ac-
tividades relacionadas con el ajuste estructural.

LA CONSTITUCIONALIDAD DEL CONVENIO 169 DE LA OIT 77
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A nota de pie veamos la contribución de la OIT en favor
de los derechos humanos de la clase trabajadora y con ella a
los pueblos indígenas.37
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37 Entre los convenios más importantes relativos a los derechos humanos
cabe citar los siguientes; Convenio sobre la Libertad Sindical y la Protección del
Derecho de Sindicación, 1948 (núm. 87). “Establece el derecho de todos los tra-
bajadores y los empleadores a constituir organizaciones de su propia elección y
a afiliarse a ellas, sin autorización previa, y enuncia una serie de garantías para
el libre funcionamiento de organizaciones sin interferencia de las autoridades pú-
blicas. En 1993 lo habían ratificado 108 de los 168 Estados miembros. Convenio
sobre el Derecho de Sindicalización y de Negociación Colectiva, 1949 (núm. 98).
Prevé la protección contra todo acto de discriminación en menoscabo de la li-
bertad sindical, la protección de las organizaciones de empleadores y de traba-
jadores contra los actos de injerencia mutua y medidas para promover la nego-
ciación colectiva. Se han registrado 121 ratificaciones de este Convenio. Convenio
relativo al Trabajo Forzoso, 1930 (núm. 29). Exige la supresión del trabajo forzoso
u obligatorio en todas su formas. Se permiten algunas excepciones: el servicio
militar, el trabajo —bajo una supervisión adecuada— en virtud de una condena
pronunciada por sentencia judicial, el trabajo o servicio exigido en caso de fuerza
mayor (guerra, siniestros, terremotos, etcétera). Son 134 ratificaciones registradas.
Convenio sobre la Abolición del Trabajo Forzoso, 1957 (núm. 105). Prohíbe el
empleo de cualquier tipo de trabajo forzoso u obligatorio como medio de coerción
o de educación política o como castigo por la expresión de opiniones u oposición
políticas o ideológicas, como método de movilización y utilización de mano de
obra, como medida disciplinaria, como castigo por la participación en huelgas o
como medida de discriminación racial, social, nacional o religiosa: 112 ratifica-
ciones. Convenio sobre la Discriminación (Empleo y Ocupación), 1958 (núm. 11).
Exige que se establezcan políticas nacionales encaminadas a eliminar cualquier
discriminación que anule o altere la igualdad de oportunidades o de trato en el
empleo y la ocupación, por motivos de raza, color, sexo, religión, opinión política,
ascendencia nacional u origen social, y a promover la igualdad de oportunidades
y de trato: 117 ratificaciones. Convenio sobre Igualdad de Remuneración, 1951
(núm. 100). Establece la igualdad de remuneración entre hombres y mujeres por
un trabajo de igual valor: 119 ratificaciones. Convenio sobre la Edad Mínima,
1973 (núm. 38). Dispone la abolición del trabajo infantil y la edad mínima de
admisión al empleo, que no debe ser inferior a la edad en que cesa la abolición
escolar: 45 ratificaciones. Convenio sobre la Política del Empleo, 1964 (núm. 122).
Exige el establecimiento de políticas nacionales encaminadas a promover el pleno
empleo, productivo y libremente elegido: 81 ratificaciones. Convenio sobre Pue-
blos Indígenas y Tribales, 1989 (núm. 169). Prevé la protección básica de estos
grupos para mantener su propia forma de vida sin forzarlos a la integración. Es
conveniente recordar que para los países ratificantes del Convenio 107 que no
hayan ratificado el Convenio 169 (convenio revisor), sigue vigente.
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